Sentencia 31/2006, de 1 de febrero, en relación con la Ley del País Vasco 16/1997, de 7 de noviembre, que modifica la Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función Pública (publicada en el B.O.E. de 1.3.2006).

a) Antecedentes

- Promotor del recurso: Estado (nº 687/1998).

- Norma impugnada: Ley del País Vasco 16/1997, de 7 de noviembre, que modifica la Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función Pública.

- Extensión de la impugnación: Artículo 10 que introduce un nuevo apartado 3 en la Disposición adicional segunda de la Ley.

- Motivación del recurso: La impugnación de la Ley vasca se centra en el precepto que establece una vía de funcionarización del personal laboral de carácter permanente y concierne a todos los procedimientos ordinarios de acceso a la función pública al no exigir la titulación propia del cuerpo y tener las pruebas carácter restringido.

b) Comentario-resumen

1.- Para comenzar señala la sentencia que “el precepto autonómico permite que la Administración pueda convocar, de forma excepcional, pruebas selectivas restringidas para el acceso a la función pública docente que beneficiarían al personal docente vinculado de forma estable con un contrato laboral, facilitando su ingreso en el Cuerpo correspondiente de la función pública, aunque no contara con la titulación precisa para ocupar dichas plazas”. Considera el Estado que el precepto recurrido “vulnera los arts. 23.2 y 103.3 CE, así como el art. 149.1.18ª CE al desconocer legislación básica (como es la contenida en los arts. 19.1 y 25 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública y las Disposiciones adicionales novena 3, undécima y decimoquinta de la LO 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo)”.

Para el Tribunal no ofrece ninguna duda “el carácter básico del art. 19.1 de la Ley 30/1984, y no sólo porque así lo haya previsto expresamente el art. 1.3 de esa misma Ley, sino porque este Tribunal ha partido de tal consideración en diversas ocasiones (dfr. SSTC 151/1992, de 19 de octubre, 302/1993, de 21 de octubre y 38/2004, de 11 de marzo). Como es sabido, dicho precepto dispone que: ‘Las Administraciones Públicas seleccionan su personal, ya sea funcionario, ya laboral, de acuerdo con su oferta de empleo público, mediante convocatoria pública y a través del sistema de concurso, oposición o concurso-oposición libre en los que se garanticen en todo caso los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como el de publicidad’. Posteriormente se señala, en la parte final de ese mismo apartado, que: ‘En las convocatorias para acceso a la función pública, las Administraciones Públicas en el respectivo ámbito de sus competencias deberán prever la selección de funcionarios debidamente capacitados para cubrir los puestos de trabajo en las Comunidades Autónomas que gocen de dos lenguas oficiales’”. 

Asimismo, concluye diciendo el Tribunal que “Las Comunidades Autónomas sólo tienen competencia para convocar pruebas de carácter restringido si se atienen a los requisitos que establece el apartado 4 de esta Disposición transitoria; requisitos que, en lo que ahora interesa, son dos: uno de carácter personal, el que las pruebas se dirijan a los que tengan la condición de contratados administrativos; y otro de carácter temporal, el que dichos destinatarios hubieran sido contratados mediante convocatorias públicas con anterioridad al 15 de marzo de 1984 (STC 38/2004, de 11 de marzo, F.J. 4)”.

Igualmente declara que “los arts. 22 y 25.1 de la Ley 30/1984 presentan carácter básico. De un lado, porque así lo prevé el art. 1.3 del mismo cuerpo normativo. De otro, porque también en este caso dicha declaración ha sido avalada por este Tribunal en la Sentencia 388/1993, de 23 de diciembre, F.J: 2”.

Y por lo que respecta a “la Disposición adicional novena de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE, en adelante), afirmaba que ‘son bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos docentes, además, de las recogidas en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, modificada por la Ley 23/1988, de 28 de julio, reguladas por esta Ley para el ingreso’ (apartado primero)”. Si bien esta disposición “ha sido derogada por el apartado cuarto de la Disposición derogatoria que acompaña a la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de calidad de la enseñanza (LOCE, en adelante). La Disposición adicional octava de esta Ley dispone que: ‘Son bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos docentes, además de las recogidas en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, modificada por la Ley 23/1988, de 28 de julio, y las establecidas por la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, las reguladas por esta Ley y por las normas citadas para el ingreso, la movilidad entre los cuerpos docentes, la reordenación de los cuerpos y escalas, la provisión de puestos mediante concurso de traslados de ámbito nacional y la adquisición de la categoría de Director’”.

Por otra parte, pone de manifiesto la sentencia en relación con la Disposición adicional undécima que afirma “‘El sistema de ingreso en la Función Pública docente será el de concurso-oposición convocado por las respectivas administraciones Públicas’ nos permite seguir afirmando, como hicimos en la STC 11/1996, de 29 e enero, F.J. 5, que tal legislación prevé ‘un sistema general de ingreso en el cuerpo docente, por medio del concurso-oposición’. Tal orientación es asumida por el legislador orgánico, que en la Ley Orgánica 10/2002 reitera el carácter básico de las normas contenidas en la Ley 30/1984 y en la Ley Orgánica 1/1990 en lo atinente al ingreso a la función pública docente y dispone expresamente, en el apartado segundo de la citada Disposición adicional octava, que las Comunidades Autónomas respetarán, ‘en todo caso, las normas básicas a que se hace referencia en el apartado anterior’. Debemos convenir, a la vista del examen realizado, en que la normativa educativa en materia de acceso a la función pública docente asume, por remisión y también de forma explícita, la vigencia del principio fijado en el art. 19.1 de la Ley 30/1984”.

“Finalmente, la Ley educativa no se limita a regular el sistema general de ingreso en la función pública docente, sino que recoge, igualmente, una serie de supuestos donde se prevé un sistema restringido de acceso a la función pública docente. Como ya se ha indicado en relación con el art. 19.1 de la Ley 30/1984, tales excepciones, que en el caso que nos ocupan siguen siendo vigentes en la LOGSE, tienen igualmente carácter básico”. (F.J. 3).

2.- Establece pues el Tribunal el carácter básico de las citadas normas vulneradas por el precepto recurrido de la Ley vasca señalando que, “corresponde al Estado, dentro de sus competencias exclusivas, establecer las bases de la Función Pública para todas las Administraciones de tal naturaleza (art. 149.1.18ª C.E.), que están recogidas en la Ley [….]. Un corolario de este principio, en el cual hemos hecho hincapié más de una vez, no puede ser otro sino aquél que mantenga la exigencia de que las Leyes autonómicas sobre la materia respeten esas normas básicas estatales (STC 302/1993, donde se recogen las anteriores), que en tal extremo garantizan además a todos los ciudadanos en cualquier lugar de España la vigencia del mérito y la capacidad como criterios en los cuales se concreta la igualdad para el acceso a la función pública, en la configuración que de este derecho fundamental ofrece la Constitución (art. 23)’ (STC 388/1993, de 23 de diciembre, F.J. 2)”. Añade por otra parte en este punto “que nuestra jurisprudencia ha declarado expresamente que las excepciones al sistema de acceso a la función pública (docente) merecen la calificación de legislación básica, por lo que su regulación corresponde, obviamente, al Estado central”.
Concluyendo que “estamos en presencia de unas pruebas de acceso a la función pública que no pueden calificarse de libres o abiertas, y que por lo tanto son contrarias al precepto básico estatal contenido en el art. 19.1 de la Ley 30/1984”.

3.- Aborda a continuación la sentencia la alegación relativa a si en la disposición recurrida permite la convocatoria de pruebas específicas que con carácter excepcional está prevista en la Disposición transitoria sexta, apartado 4 de la Ley, señalando que dicha convocatoria beneficiaria al personal docente vinculado a la administración por un contrato laboral, aunque no contara con la titulación necesaria para ocupar estas plazas.

Declara en este punto el Tribunal que “el simple hecho de que se dicta la norma que prevé una convocatoria restringida de acceso a la función pública más allá del plazo conferido en la normativa básica determina su inconstitucionalidad, como ya ocurrió en la citada STC 38/2004, de 11 de marzo, sin que sea posible realizar, en el caso que nos ocupa, por las razones ya aducidas, una lectura conforme con la Constitución del precepto impugnado”. (F.J. 4).

4.- Asimismo, señala que “‘la estimación del recurso de inconstitucionalidad por vulneración de la competencia estatal al establecer unas pruebas de acceso a la función pública que no pueden ser calificadas de libres (art. 19.1 de la Ley 30/1984) hace innecesario el examen de si [….] las pruebas respetan o no los principios de mérito y capacidad, no sólo erigidos en norma básica por el legislador estatal en el art. 19.1 de la Ley 30/1984 antes citado, sino integrantes del sistema constitucional de función pública (art. 103.3 CE) al que todo requisito de acceso ha de venir referido para respetar el derecho fundamental de acceso a las funciones públicas en condiciones de igualdad’ (art. 23.2 CE) (STC 38/2004, de 11 de marzo, F.J. 7)”. Y por tanto, continua diciendo, “el desconocimiento de los principios de mérito y capacidad previstos para el acceso a la función pública en la normativa impugnada ‘menoscaba la capacidad como requisito absoluto para el desempeño de cada puesto de trabajo concreto y niega el mérito como elemento relativo de comparación y preferencia para el acceso o nombramiento’ (STC 388/1993, de 23 de diciembre, F.J. 2), en la medida en que rompe el régimen general aplicable en todo el territorio nacional, que, indudablemente, está en el fundamento de lo básico”. Y concluye declarando que “el precepto impugnado es inconstitucional por vulnerar la normativa estatal básica en materia de función pública (art. 149.1.18ª C.E.), en lo que atañe a los arts. 23.2 y 103.3 CE”. (F.J. 5).

5.- Para terminar en el Fallo de la Sentencia el Tribunal decide: “Estimar los recursos de inconstitucionalidad núms. 663/1998, 673/1998 y 687/1998, promovidos por el Defensor del Pueblo, más de cincuenta Senadores el Grupo Parlamentario Socialista del Senado y por el Presidente del Gobierno, respectivamente, y, en consecuencia:
Declarar inconstitucional y nulo el artículo 10 de la Ley del País Vasco 16/1997, de 7 de noviembre, que introduce un nuevo apartado 3 en la Disposición adicional segunda de la Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función Pública Vasca”.
c) Valoración competencial.
Se confirma  la jurisprudencia consolidada que reitera el carácter básico de los preceptos sobre acceso a la función pública contenidos en la normativa estatal (Ley 30/1984, sobre Función Pública y LOGSE en el caso de función pública docente) aplicable a este caso.

Reitera la competencia exclusiva estatal para establecer las bases de la Función Pública para todas las Administraciones Públicas. El mérito y capacidad son criterios en los que se concreta la igualdad para el acceso a la función pública en todas las Administraciones y las excepciones al sistema de acceso a la función pública, incluida la docente, es legislación básica, competencia del Estado, por lo que limita la capacidad normativa de las CC.AA. a los requisitos establecidos por la normativa estatal en este ámbito concreto.
